ACTA n.° 07-2014

CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, San Joaquín, a las ocho horas, del 30 de mayo del año dos mil catorce. Se inicia la presente sesión extraordinaria con la participación de la Mag. Dra. Doris Arias Madrigal,  Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, la Licda. Olga Fallas Ulloa, en representación de la Defensa Pública; el M.Sc. Sául Araya Matarrita, en representación del Ministerio Público; la M.Sc. Kattia Campos Zúñiga, representante del Organismo de Investigación Judicial, el M.Sc. Francisco Arroyo Meléndez, director del Departamento de Gestión Humana; el M.Sc. Ronald Cortés Coto, juez de Tribunal de Apelación de Cartago y la Sra. Aida Cristina Sinclair Myers, secretaria de la Escuela Judicial. Ausente: el Dr. Rafael Angel Sanabria Rojas.
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AGENDA 
Oficio nº. EJ-DIR-100-2014 del 29 de mayo de 2014, del Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, suscrito a las personas integrantes del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, sobre la propuesta de modificación para los incisos b) y e) de la cláusula cuarta del “Convenio de Cooperación entre la Universidad Nacional y la Corte Suprema de Justicia”.
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ARTÍCULO UNICO
Oficio nº. EJ-DIR-100-2014 del 29 de mayo de 2014 del Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, suscrito a las personas integrantes del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, que dice:
“En atención de lo acordado por este Consejo en sesión número 06-2014 del 21 de mayo de 2014, artículo VI, que dice:

Le transcribo el acuerdo tomado por el CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL,  en la sesión nº. 06-14 celebrada el  veintiuno de mayo, que literalmente dice:

ARTÍCULO VI

Oficio nº. EJ-DIR-093-2014 del 20 de mayo de 2014 del Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, suscrito a las personas integrantes del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, que dice:

Asunto: Informe acerca del “Convenio de cooperación entre 
la Universidad nacional y la Corte Suprema de Justicia”

En atención de lo acordado por este Consejo en sesión número 03-2014, de 19 de marzo de 2014, artículo VI, me permito rendir informe acerca del “Convenio de Cooperación entre la Universidad Nacional y la Corte Suprema de Justicia”, suscrito el 5 de marzo de 1993, modificado mediante addendum de fecha 14 de febrero de 1996.

Antecedentes:

En sesión 6-14, de 17 de febrero de 2014, artículo XXIII, el Pleno de la Corte Suprema de Justicia conoció del informe de la Auditoría Judicial número 77-13-AF-2014, de 23 de enero de 2014. En lo conducente, dispuso: 

“Solicitar al consejo Directivo de la Escuela Judicial, en conjunto con el cuerpo académico de profesores que imparten lecciones en el Programa en Maestría en Administración de Justicia de la Universidad Nacional, analicen de manera consensuada, si el convenio pactado desde hace más de dos décadas con la UNA, requiere algún grado de actualización, con el propósito de procurar un adecuado marco normativo que proteja los intereses institucionales en dicho Programa e informen a la Corte Suprema de Justicia.”

Por acuerdo adoptado en sesión número 03-2014, de 19 de marzo de 2014, artículo VI, el Consejo Directivo de la Escuela Judicial determinó:

“Designar al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, para que en conjunto con el cuerpo docente del Programa en Maestría en Administración de Justicia de la Universidad Nacional, valoren si el convenio base de dicho programa requiere algún grado de renovación. El Dr. Carvajal Pérez informará sobre el resultado de dicha gestión al Consejo Directivo, el cual lo analizará para rendir una propuesta a la Corte Plena.”

A partir de lo ordenado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, se procedió a realizar un análisis del “Convenio de Cooperación entre la Universidad Nacional y la Corte Suprema de Justicia”, suscrito el 5 de marzo de 1993, modificado mediante addendum de fecha 14 de febrero de 1996. 

Asimismo, se llevó a cabo una reunión con la participación del suscrito director de la Escuela Judicial, así como del señor José Carlos Chinchilla Coto, director, la señora Eva Camacho Vargas, coordinadora del Énfasis en Derecho de Familia y los señores José Manuel Arroyo Gutiérrez y José Rodolfo León Díaz, coordinadores, respectivamente, de los énfasis en Derecho Penal y Derecho Civil, todos de la Maestría en Administración de Justicia de la Universidad Nacional, el señor Óscar Navarro Rojas, director y la señora Lorena Camacho De la O, subdirectora, ambos de la Escuela de Sociología de la Universidad Nacional. Este encuentro ocurrió en día 15 de mayo de 2014, a las 17:00 horas.

A partir del estudio del convenio en cuestión, así como de lo discutido en la reunión antes mencionada, resulta posible obtener algunas conclusiones a modo de informe para que el Consejo Directivo de la Escuela Judicial valore los términos en que responderá la consulta hecha por el Pleno de la Corte Suprema de Justicia.

Trayectoria de la Maestría en Administración de Justicia:

El programa de Maestría en Administración de Justicia funciona desde 1997. A la fecha, lo han cursado 502 personas, de las cuales 349 son costarricenses, 74 salvadoreñas, 59 hondureñas, 9 panameñas, 4 nicaragüenses, 4 guatemaltecas, 2 dominicanas y 1 boliviana. De estas personas, 258 son mujeres y 244 hombres. 

Se trata, sin duda de unos de los proyectos de cooperación académica, internacional e interinstitucional, más solventes y exitosos del sistema universitario costarricense. Gracias a él, los poderes judiciales de la región, en especial el costarricense, han podido ofrecer formación especializada a sus jueces, juezas y otros funcionarios o funcionarias judiciales, con un enfoque sociojurídico y un cuerpo docente de gran prestigio.

El funcionamiento del programa reposa, en parte, en el “Convenio de Cooperación entre la Universidad Nacional y la Corte Suprema de Justicia”. Dicho instrumento permite que el Poder Judicial otorgue una serie de becas a sus profesionales, para que puedan cursar la Maestría. Asimismo, que transfiera anualmente recursos de su presupuesto a la Universidad Nacional, para el pago de parte de los costos generados por el programa.

Análisis del convenio:

El “Convenio de Cooperación entre la Universidad Nacional y la Corte Suprema de Justicia”, como se dijo, fue suscrito en 1993 y adicionado en 1996. Se basa en 7 objetivos convencionales, relativos al desarrollo de un programa de estudios de alto nivel, destinado a fortalecer las capacidades del Poder Judicial costarricense, así como a los de los países integrantes del Consejo Judicial Centroamericano y del Caribe. 

El instrumento consta de 10 cláusulas. La primera regula el objetivo general del convenio: contribuir al fortalecimiento del Poder Judicial. La segunda define los objetivos específicos, como son el desarrollo de determinadas especialidades jurisdiccionales, la formación por competencias, la formación ética, la investigación sociojurídica y e fortalecimiento de la didáctica universitaria.  La tercera establece las especialidades Civil, Laboral y Penal. La cuarta regula los compromisos que asume la UNA, a través de la Escuela de Sociología, así como los que asume el Poder Judicial. La quinta prevé la gradual ampliación a nuevas especialidades. La sexta regula el tema relativo a los derechos de autor. La séptima obliga a la partes a incluir, en toda publicación o divulgación relativa al programa, los logos de ambas partes. La octava regula el régimen de los bienes que se adquieran en ejecución del convenio, remitiéndose al “Reglamento General de prestación de servicios remunerados de la UNA”. La novena remite, como normas supletorias, al “Reglamento General del Sistema de Estudios de Postgrado de la Universidad Nacional” y al “Reglamento interno de funcionamiento del Postgrado en Administración de Justicia”. La décima establece la vigencia quinquenal del convenio, prorrogables por períodos iguales, salvo expresa manifestación de contrario de alguna de las partes.

El addendum de 1996, por su parte, modifica la cláusula quinta, estableciendo que los fondos que ambas partes incluyan dentro de sus presupuestos para la ejecución del convenio, serán empleados para adquisición de equipo, contratación de docentes nacionales y extranjeros, elaboración de materiales, divulgación, entre otros.

De la lectura del convenio, se puede colegir que se trata de un instrumento muy completo y actual, a pesar de su relativa antigüedad, y que regula, en términos generales, los aspectos que comúnmente se contemplan en este tipo de acuerdos de cooperación académica. Asimismo, la incorporación de reglas muy estrictas relativas al destino de los fondos que genere el programa (cfr. addendum), incorpora un alto grado de certeza en relación con el uso que se dará a dichos fondos. En todo caso, la lista allí incorporada alude a los gastos más frecuentes (y fuertes) en todo programa de estudios de postgrado.

Modificaciones propuestas: 

Pese a lo dicho hasta este momento, se considera oportuno proponer algunas modificaciones muy puntuales al texto del convenio en estudio:

a) En la cláusula tercera, agregar la materia de Familia dentro de las especialidades del programa, lo que de hecho ha venido ocurriendo, sin impedir que, en el futuro, sean incorporadas nuevas especialidades.

b) En la cláusula cuarta, en los compromisos del Poder Judicial, eliminar el inciso ch “facilitar personal administrativo a través de la Escuela Judicial para el desarrollo del Programa” Esta obligación puede ser de difícil cumplimiento y de dudosa validez.

c) En la cláusula cuarta, en los compromisos del Poder Judicial, modificar el inciso b), para que diga “Contribuir al fortalecimiento de los planes de estudio del Programa, de acuerdo con la normativa universitaria vigente.” De esa forma, se elimina la posibilidad de interferencia del Poder Judicial en la autonomía constitucional de la Universidad Nacional. 

d) En la cláusula octava, se menciona el Reglamento General de la Prestación de Servicios Remunerados de la UNA. Este se varió y actualmente se llama “Reglamento para la contratación laboral y contratación directa de bienes (materiales y equipo) y servicios, con cargo a fondos públicos generados por la transferencia tecnológica y prestación de servicios remunerados, depositados en una fundación o en el programa de gestión financiera de la Universidad Nacional.” La FUNA se debe cambiar por FUNDAUNA: Fundación para el Desarrollo Académico de la Universidad Nacional.

e) En la cláusula novena, el reglamento se llama ahora “Reglamento del Sistema de Estudios de Posgrado de la Universidad Nacional”.

Consideraciones finales:

Se puede llegar a la conclusión de que, para asegurar la continuación de un programa académico tan relevante para el Poder Judicial costarricense y de los organismos judiciales de la región, como lo es la Maestría en Administración de Justicia, no se requieren cambios radicales en su marco normativo, sino tan solo algunos ajustes muy puntuales, como los que se proponen.

Finalmente, se estima que, de aprobarse estas recomendaciones por parte del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, deberá procederse a negociar un protocolo para la modificación de las cláusulas aludidas, por parte de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y la Rectoría de la Universidad Nacional.
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En relación con el anterior informe del Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, acerca del “Convenio de cooperación entre la Universidad nacional y la Corte Suprema de Justicia”, en donde expone el resultado de la reunión sostenida con las personas coordinadoras de la Maestría en Administración de Justicia de la Universidad Nacional, Director y Subdirectora de la Escuela de Sociología de la Universidad Nacional, las personas integrantes de este Consejo Directivo de la Escuela Judicial, tomaron nota del anterior informe.

Al respecto, se da un intercambio de opiniones relativo a diferentes aspectos del convenio.  Si bien se tienen muy claros los alcances de la autonomía universitaria, se estima que por tratarse de un proyecto de cooperación interinstitucional, es posible para el Poder Judicial hacer algunas observaciones relevantes. Por ejemplo, es importante que los planes de estudio sean conocidos y aprobados por el Poder Judicial cada año, antes de autorizar la liberación de los fondos que se transfieren a la Universidad Nacional como producto de este convenio. Se considera que esto debería ser incluido como una nueva cláusula convencional.

Se discutió acerca de los aportes que realiza el Poder Judicial, que alcanzan un monto anual de 25 millones de colones. El Dr. Marvin Carvajal Pérez informa que, según información recibida en la reunión mencionada, el costo total del programa para la Universidad Nacional, ronda los 85 millones de colones. Por su parte la Dra. Mag. Doris Arias Madrigal considera valioso incluir en el informe a la Corte Plena, los datos en cuanto al costo para el Poder Judicial de los permisos con goce de salario y sustitución de las personas participantes en dicha maestría. Consultado el Departamento de Gestión Humana al respecto, se informa que la inversión anual proyectada para 2014 es la siguiente: 

	PROYECCIÓN PRESUPUESTARIA EN SALARIOS 

	
	Para sustituciones del personal Maestría en Administración de Justicia, Universidad Nacional
	
	

	BECAS 2014

	
	
	
	

	Programa presupuestario
	Cantidad de becas con sustitución
	Cantidad de meses de sustitución 
	Costo anual aproximado en colones 


	Programa 927 Servicio Jurisdiccional
	14
	12.00
	507,216,563.21

	Programa 929 Ministerio Público
	2
	12.00
	70,162,675.86

	Programa 930 Defensa Pública
	3
	12.00
	97,697,019.20

	TOTALES
	19
	36
	675,076,258.27

	
	
	
	
	
	
	


El monto anterior no incluye el costo por cargas sociales. 

 Laura Mora Sánchez
Técnico Administrativo 2
Subproceso Gestión de la Capacitación
Departamento Gestión Humana

Por otra parte, se considera que la inversión en la “Maestría de Administración de Justicia de la Universidad Nacional”, es provechosa para las funcionarias y los funcionarios judiciales, ya que fortalece los conocimientos de la persona participante, para una mejor administración de justicia. Sin embargo, que cuanto a los costos económicos, en una consideración de crisis y de oportunidad, compete únicamente a una decisión política. No obstante, que se podría sugerir que esta maestría se oferte fuera del horario laboral, con el fin de reducir el impacto económico por gastos de sustituciones.

Se solicitó al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, la exposición de este tema en el seno de la Corte Plena, cuando se agende para su conocimiento.

Por último, algunos integrantes  este Consejo Directivo consideran que, con respecto a la cláusula cuarta, se deben modificar los incisos b), y e), correspondientes a la obligaciones del Poder Judicial, de modo que se adapten a la realidad actual. 
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SE ACUERDA:   1.) Tomar nota del informe rendido por el Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, conforme a lo solicitado por este Consejo Directivo en la sesión número 03-2014 del 19 de marzo de 2014, artículo VI.  2.) Que en atención a las anteriores consideraciones por parte este Consejo Directivo,  se designa al Dr. Marvin Carvajal Pérez para que elabore una propuesta de redacción para la modificación de los incisos b) y e) de la cláusula cuarta del “Convenio de Cooperación entre la Universidad Nacional y la Corte Suprema de Justicia”, los que serán conocidos  por este Consejo. 3.) Una vez que se aprueben dichas modificaciones, se comunicará el respectivo acuerdo para el conocimiento de las personas integrantes de la Corte Plena.  ACUERDO FIRME.”
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“Me permito someter a su consideración,  la siguiente propuesta para la modificación de los incisos b) y e) de la cláusula cuarta del “Convenio de Cooperación entre la Universidad Nacional y la Corte Suprema de Justicia”

Modificaciones propuestas: 

“CUARTA: (…)

El PODER JUDICIAL de acuerdo a sus posibilidades se compromete: 

(…)

b.-  A contribuir para el fortalecimiento de los planes de estudios.  Al efecto, deberá recibir a plena satisfacción dichos planes como requisito para el desembolso de los fondos que anualmente transfiere a la Universidad Nacional como consecuencia de este convenio.

(…)

e.-  Transferir a la Universidad Nacional una suma anual que cubra el costo de dos tiempos completos por especialidad para el pago de profesores y profesoras del Programa.”
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Al respecto, se da un intercambio de opiniones relativo a la anterior propuesta de modificación, acordando lo siguiente:
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SE ACUERDA:   1.) Aprobar el informe rendido por el Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, acerca del “Convenio de cooperación entre la Universidad nacional y la Corte Suprema de Justicia”, así como la propuesta por parte de este Consejo Directivo, para la modificación de los incisos b) y e) de la cláusula cuarta de dicho convenio.  2.) Que conforme a lo solicitado por la Corte Plena en la sesión nº 6-14, del 17 de febrero de 2014, ARTÍCULO XXIII, se remite lo anterior, para su conocimiento y los fines correspondientes. ACUERDO FIRME.
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Se levanta la sesión a las doce horas.
Mag. Dra. Doris Arias Madrigal       

            
Dr. Marvin Carvajal Pérez 

Presidenta del Consejo Directivo de la Escuela Judicial         
Director de la Escuela Judicial
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